Radicación: 660013187003-2019-00154-01

Accionante: Blanca Azucena López Hernández  

Accionado: Colpensiones

Decisión: Revoca y concede amparo


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / DERECHO DE PETICIÓN / HABEAS DATA / DEFINICIÓN DE CADA DERECHO / CORRECCIÓN DE HISTORIA LABORAL / NO SE HA DADO RESPUESTA CLARA Y DE FONDO.
El artículo 48 Superior consagra el derecho a la seguridad social, como una prerrogativa de rango fundamental e irrenunciable que debe ser garantizada por el Estado a todos los habitantes del territorio nacional; de su efectiva prestación depende la materialización de otro tipo de derechos, como el de la dignidad humana y el mínimo vital, en especial si se le mira de cara al reconocimiento de las contingencias especiales de invalidez, vejez o muerte…
El artículo 23 de Constitucional establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…)", pues su ejercicio es una manifestación más de otras garantías de igual naturaleza, como lo son el derecho a la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva. (…)
El Habeas Data es la figura jurídica que trata de resolver la tensión existente entre el derecho a la intimidad y el derecho a la información, para tal mediación parte de lo consagrado en el artículo 15 de la Constitución Política cuando menciona “De igual modo, tienen derecho a conocer, actualizar y rectificar las informaciones que se hayan recogido sobre ellas en bancos de datos y en archivos de entidades públicas y privadas”…
En el presente asunto está acreditado que la señora Blanca Azucena López Hernández ha impetrado 18 derechos de petición a Colpensiones dirigidos a obtener una actualización de su historia laboral; de igual modo, se evidencia que las contestaciones entregadas por dicha administradora de pensiones no son más que oficios de mero trámite en los cuales se continúa sin resolver los planteamientos de la peticionaria, pues se limitan a indicarle que remitieron su solicitud al área correspondiente, y allí se quedaron estancados reiterando lo mismo en cada respuesta desde hace más de un año sin finiquitar el asunto a través de la corrección de su historia laboral, o por lo menos explicar las razones por las cuales ello no es posible.  
REPÚBLICA DE COLOMBIA
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
[image: image1.png]



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA
SALA DE DECISIÓN PENAL
Magistrado Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA

Pereira, trece (13) de febrero de dos mil veinte (2020) 
Hora: 9:20 a.m. 
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	Blanca Azucena López Hernández  

	Accionado: 
	Colpensiones 

	Decisión: 
	Revoca y concede amparo 


ASUNTO:

Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por parte de la profesional del derecho, Dra. Blanca Libia Vélez Pulgarín, apoderada de la señora BLANCA AZUCENA LÓPEZ HERNÁNDEZ, en contra del fallo de tutela proferido por el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira en las calendas del 30 de diciembre de 2019, mediante la cual negó la solicitud de amparo constitucional invocada por el recurrente en contra de COLPENSIONES. 

ANTECEDENTES:

La señora Blanca Azucena López Hernández acudió al presente mecanismo constitucional de amparo, por intermedio de apoderada, invocando la protección de sus derechos fundamentales al mínimo vital, seguridad social, vida digna, debido proceso e igualdad, los cuales considera quebrantados por parte de Colpensiones. 

Los hechos narrados en el libelo, en suma, se contraen a afirmar que desde el mes de noviembre de 2018 a la hecha, la accionante ha instaurado 19 derechos de petición ante Colpensiones encaminados a obtener una corrección de su historia laboral, en la cual reposen todos los aportes realizados a su antigua AFP Colfondos, sin embargo, ha resultado imposible obtener una respuesta de fondo.  
Acorde con lo anterior, pidió que se ordene a Colpensiones incluir en la historia laboral de la señora Blanca Azucena las cotizaciones y pago de intereses moratorios realizados a la AFP Colfondos, y además realice un cálculo actuarial. 

TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA:

El Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad avocó el conocimiento de la actuación el 18 de diciembre de 2019 en contra de las AFP Colpensiones y Colfondos. 

Frente al asunto sólo se recibió pronunciamiento por parte de Colfondos, quien expuso que esa entidad ya cumplió con su deber de trasladar a Colpensiones todos los aportes realizados por la señora Blanca Azucena López Hernández. 
Al realizar el estudio de la situación fáctica planteada, el Juez Cognoscente resolvió negar la solicitud de amparo invocada, por considerar que en este asunto no se cumplió con el requisito de subsidiariedad. 
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN:

Inconforme con la decisión de instancia, la accionante presentó dentro del término legalmente previsto un escrito mediante el cual la impugnó; para fundamentar su discrepancia, señaló que su mandante presenta muchas carencias económicas y por su edad avanzada no puede trabajar, resaltando que ella tiene derecho a que se reflejen todos los aportes cotizados al SGSS en su historia laboral para así poder ser merecedora de una pensión de vejez. 
De igual manera expuso que Colpensiones no ha dado respuesta de fondo a sus múltiples derechos de petición.  
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Admisión: 

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 

2. Problema jurídico: 

En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si como afirma la recurrente, Colpensiones ha desconocido los derechos fundamentales de la señora Blanca Azucena López Hernández, al no dar respuesta clara y de fondo a sus peticiones de corrección de historia laboral, de manera que deba revocarse la decisión de primer grado, o si contrariamente dicha sentencia resulta acertada en su teoría de improcedencia de la acción constitucional.

3. Solución: 

La Constitución Nacional consagró la acción de tutela en su artículo 86, como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los Jueces en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente previstos en la ley, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  

SOBRE EL DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL: 

El artículo 48
 Superior consagra el derecho a la seguridad social, como una prerrogativa de rango fundamental e irrenunciable que debe ser garantizada por el Estado a todos los habitantes del territorio nacional; de su efectiva prestación depende la materialización de otro tipo de derechos, como el de la dignidad humana y el mínimo vital, en especial si se le mira de cara al reconocimiento de las contingencias especiales de invalidez, vejez o muerte, en que se requiere el apoyo del estado para lograr un equilibrio en el ámbito económico, desde el punto de vista de la posibilidad de acceder a los recursos básicos de subsistencia de la persona y su núcleo familiar.

SOBRE EL DERECHO FUNDAMENTAL DE PETICIÓN: 
El artículo 23 de Constitucional establece que: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. (…)", pues su ejercicio es una manifestación más de otras garantías de igual naturaleza, como lo son el derecho a la información, la libertad de expresión, el acceso a documentos públicos, y la participación de los ciudadanos en la toma de decisiones que pueden afectarlos de manera individual o colectiva.  
En ese orden de ideas, y como lo ha desarrollado la jurisprudencia en esta materia, el alcance e importancia del derecho de petición radica en una pronta respuesta por parte de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, y que ésta sea de fondo sin importar que sea favorable o desfavorable a los intereses del solicitante:

“… b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.

d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita. (…)

”

SOBRE EL HÁBEAS DATA: 

El Habeas Data es la figura jurídica que trata de resolver la tensión existente entre el derecho a la intimidad y el derecho a la información, para tal mediación parte de lo consagrado en el artículo 15 de la Constitución Política cuando menciona “De igual modo, tienen derecho a conocer, actualizar y rectificar las informaciones que se hayan recogido sobre ellas en bancos de datos y en archivos de entidades públicas y privadas”, dejando claro con ello que si bien es cierto existen ciertos datos personales que no son de manejo público y que por tanto nadie debe difundirlos sin permiso de su titular; también lo es que existe cierta información de las personas que por protección al interés general es de fácil acceso, sin embargo, y en virtud de la norma atrás citada cada persona puede solicitar que esa información se corrija, se amplíe o se rectifique. 

Así las cosas, el titular de la información puede no solo solicitar la corrección de la información que sobre él ya existe, sino que también puede pedir que se incluya su información en ciertas bases de datos, cuando de hacer tal cosa deriva para sí un beneficio, a esto la jurisprudencia constitucional lo ha llamado el habeas data administrativo o inclusivo
, y hace referencia a ellas especialmente cuando son manejadas por las entidades estatales. 

“Así entonces, se está en presencia de una vulneración del derecho a la autodeterminación informática, en los eventos en que se impide el conocimiento, actualización y rectificación de bases de datos. Estas posibilidades incluyen el llamado habeas data aditivo que consiste en la obligación de incluir en los elementos utilizados para recopilar información los datos actuales de las personas legítimamente interesadas, lo que se convierte en una obligación de índole iusfundamental cuando el ejercicio de otros derechos depende de la inclusión de estos datos. Por tanto, el habeas data o derecho a la autodeterminación informática constituye una garantía para el ejercicio efectivo de otros derechos fundamentales.”

DEL CASO CONCRETO: 
En el presente asunto está acreditado que la señora Blanca Azucena López Hernández ha impetrado 18 derechos de petición a Colpensiones dirigidos a obtener una actualización de su historia laboral; de igual modo, se evidencia que las contestaciones entregadas por dicha administradora de pensiones no son más que oficios de mero trámite en los cuales se continúa sin resolver los planteamientos de la peticionaria, pues se limitan a indicarle que remitieron su solicitud al área correspondiente, y allí se quedaron estancados reiterando lo mismo en cada respuesta desde hace más de un año sin finiquitar el asunto a través de la corrección de su historia laboral, o por lo menos explicar las razones por las cuales ello no es posible.  
De este modo, y ante el panorama en que nos encontramos, la Colegiatura considera que le asiste razón a la recurrente al argumentar que la Administradora Colombiana de Pensiones se encuentra transgrediendo sus derechos fundamentales, no solo el de petición, ante la no respuesta congruente y de fondo a sus solicitudes; sino también al habeas data y debido proceso administrativo, por no proceder a corregir la información que obra en su historia laboral, conforme a la realidad de sus cotizaciones al Sistema; y por último a la seguridad social, toda vez que con el entorpecimiento de ese trámite se le ha impedido de contera poder realizar las acciones tendientes al reconocimiento de una pensión de vejez.

Siguiendo entonces esa línea de pensamiento, lo pertinente será revocar la decisión de primer nivel, para en su lugar tutelar los derechos fundamentales de petición, seguridad social y hábeas data de la señora Blanca Azucena López Hernández, y de esta manera, se le ordenará a Colpensiones que proceda a estudiar la solicitud de corrección de historia laboral impetrada por la accionante, y en el improrrogable término de 72 horas, contadas a partir de la notificación de la presente decisión, emita una respuesta clara, de fondo y congruente con lo pedido.
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad el 30 de diciembre de 2019, para en su lugar TUTELAR los derechos fundamentales al hábeas data, debido proceso administrativo y seguridad social de los cuales es titular la señora BLANCA AZUCENA LÓPEZ HERNÁNDEZ. 
TERCERO: ORDENAR a COLPENSIONES que en el improrrogable término de setenta y dos (72) horas, contadas a partir de la notificación de la presente decisión, proceda a emitir una respuesta clara, de fondo y congruente con respecto a la petición de corrección de historia laboral de la accionante.  
CUARTO: SE ORDENA NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y posteriormente remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� “La Seguridad Social es un servicio público de carácter obligatorio que se prestará bajo la dirección, coordinación y control del Estado, en sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, en los términos que establezca la Ley. (…) Se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la Seguridad Social. (…)”


� Sentencia T-219 de 2001.


� Sentencia T-219 de 2001.


� Al respecto ver la sentencia C-307 de 2009.


� Corte Constitucional, sentencia T-361 de 2009, M.P. Dr. Humberto Antonio Sierra Porto. 





Página 6 de 6

